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I. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES
TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA

- Sentencia del Tribunal de Justicia, de 21 de marzo de 2019, as. ac. C-266/17 y C-267/17, Verkehrsbetrieb Hüttebräucker and BVR Busverkehr Rheinland y Rhenus Veniro.

El Tribunal Superior Regional de lo Civil y Penal de Düsseldorf plantea cuestión prejudicial sobre la interpretación del artículo 5.1 y 2 del Reglamento (CE) nº 1370/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2007, sobre los servicios públicos de transporte de viajeros por ferrocarril y carretera. La cuestión se enmarca en los litigios que se siguen ante el órgano remitente en relación con la adjudicación directa por los Distritos de Rhein-Sieg y Heinsberg de sendos contratos de servicio público de transporte de viajeros en autobús y en autobús y en otros vehículos de motor, respectivamente, que no adoptan la forma de contrato de concesión de servicios en el sentido de las Directivas 2004/17 y 2004/18.
En el primer caso (as. C-266/17) el Distrito de Rhein-Sieg publicaba, el 30 de septiembre de 2015, en el Suplemento del Diario Oficial de la Unión Europea un anuncio de información previa sobre el proyecto de adjudicación, en el que se señalaba que el contrato debía adjudicarse a Regionalverkher Köln GmbH, como operador interno a los efectos del artículo 5.2 del Reglamento 1370/2007. Este operador es una sociedad que presta servicio público de transporte para este Distrito así como para otras autoridades que tienen en ella participaciones directas o indirectas, e igualmente para otros 4 municipios sobre la base de contratos anteriores a la entrada en vigor del Reglamento 1370/2007 y sin que se presentase procedimiento previo de licitación. El 21 de agosto de 2015 se modificaron los estatutos de esa sociedad para que solo dispusiera de voto para celebrar, modificar o extinguir un contrato de transporte el socio que adjudica dicho contrato, con arreglo al citado artículo 5.2, o cuyo propietario directo o indirecto adjudica tal contrato

Tras el recurso presentado por otras empresas, la Cámara de Contratos Públicos de Alemania prohibía dicha adjudicación al no cumplirse los requisitos de aplicación del artículo 5.2, por no existir el control que el Distrito de Rhein-Seig debía ejercer sobre dicha sociedad y que esta además prestaba servicios de transporte público de viajeros en territorios distintos al de esa entidad territorial. El Distrito recurría al Tribunal Superior de lo Civil y Penal de Düsseldorf, que advertía de la jurisprudencia divergente a nivel nacional sobre la interpretación del artículo 5.2 del Reglamento 1370/2007. Para algunos tribunales ese artículo no se aplica a contratos de servicios de transporte de viajeros en autobús y tranvía que no adopten la forma de contratos de concesión de servicios, que, como el artículo prevé expresamente, siguen estando regulados por las Directivas 2004/17 y 2004/18. Eso no impide sin embargo que esos contratos puedan ser adjudicados directamente pero de conformidad con lo establecido en esas Directivas. Otros tribunales, incluido el remitente, apuntan que en la medida en que las adjudicaciones directas de contratos no se sujetan a lo dispuesto en esas Directivas, el artículo 5.2 del Reglamento 1370/2007 debe aplicarse, como norma especial, a las adjudicaciones directas de contratos cuyo objeto sea servicios de transporte de viajeros en autobús, aun cuando esos contratos no adopten la forma de concesión de servicios públicos.
En el segundo caso (as. C-267/17) el Distrito de Heinsberg publicaba el 15 de marzo de 2016 un anuncio en el Suplemento del Diario Oficial de la Unión Europea que preveía que el contrato debía ser adjudicado a West Verkher GmbH, como en el caso anterior en calidad de operador interno conforme al artículo 5.2 del Reglamento 1370/2007. Esa adjudicación era recurrida por Rhenus Veniro, operador de servicios públicos de transporte, ante la Cámara de Contratos Públicos, que desestimaba dicho recurso, y posteriormente ante el Tribunal Superior de lo Civil y Penal de Düsseldorf. Ese recurso se basaba en que el artículo 5.2 del Reglamento 1370/2007 únicamente se aplica, en materia de servicios públicos de transporte en autobús o tranvía, en caso de que los contratos adopten la forma de contratos de concesión de servicios.
El Tribunal Superior de lo Civil y Penal de Düsseldorf planteaba al Tribunal de Justicia la aplicabilidad en ambos casos del citado artículo 5.2 del Reglamento 1370/2007, y, en caso de respuesta afirmativa, si dicha disposición es efectivamente aplicable en este caso, dadas sus circunstancias específicas, y en qué fecha deben cumplirse los requisitos de aplicación de dicha disposición. El Tribunal de Justicia, antes de entrar en el fondo, rechazaba tanto la solicitud de los demandantes en los litigios internos de reapertura de la fase oral como las cuestiones de inadmisibilidad presentadas por el Gobierno austríaco.
Entrando en el fondo el Tribunal recuerda que aunque la primera fase del citado artículo 5.1 prevé que los contratos de servicio público se adjudicarán de conformidad con lo que contempla el Reglamento; la segunda frase añade que los contratos de servicios o de servicio público tal como se definen en las dos Directivas citadas y referidos a servicios públicos de transporte de viajeros en autobús o tranvía se adjudicarán con arreglo a los procedimientos establecidos en la Directivas cuando no adopten la forma de contratos de concesión de servicios en la acepción de las mismas. E incluso su tercera frase añade que las disposiciones de los apartados 2 a 6 del citado artículo 5 no se aplicarán a los contratos que hayan de adjudicarse con arreglo a las Directivas 2004/17 y 2004/18.
Por otra parte se apunta que el sistema general de contratación pública de la Unión, así como la génesis de su normativa en esa materia, llevan, al contrario de lo que plantea el órgano remitente, a que la adjudicación directa de los contratos relativos a servicios públicos de transporte de viajeros en autobús está regulada, en caso de que dichos contratos no adopten la forma de contratos de concesión de servicios, por las normas del procedimiento de adjudicación recogidas en ambas Directivas, y no por las del artículo 5.2 del Reglamento 1370/2007. Así resulta tanto de la Directiva 2004/17 (artículos 5 y 31, en relación con el anexo XVII A, categoría 2) como de la Directiva 2004/18 (artículos 12 y 20, en relación con el anexo II A, categoría 2), que contemplan que los contratos de servicios de transporte en autobús y tranvía están sujetos a la totalidad de los procedimientos de adjudicación de contratos públicos establecidos en ambas Directivas. A diferencia de otros servicios de transporte, como por ejemplo los de ferrocarril y metro o los contratos de concesión, a los que las Directivas se aplican de manera más limitada.

En ese mismo sentido se menciona la previsión del artículo 5.1 del Reglamento 1370/2007 de que los contratos de concesión y de servicios de transporte de viajeros por ferrocarril y en metro se someten al régimen recogido en los apartados 2 a 6, mientras que para los contratos de servicios de transporte en autobús o tranvía se remite a los Directivas mencionadas anteriormente. A ello se añade la evolución de la jurisprudencia sobre adjudicaciones directas de contratos públicos sobre la base de esas Directivas, de forma que el régimen de las adjudicaciones directas tiene su origen y su razón de ser en ellas. Y según su propia jurisprudencia considera el Tribunal que el régimen de las adjudicaciones directas aplicable a situaciones comprendidas en el ámbito de aplicación de las Directivas constituye una excepción a la aplicación de los procedimientos previstos en ellas estando, por ello, intrínsecamente ligado a esos dos textos y a su régimen jurídico.

El Tribunal recuerda su sentencia de 18 de noviembre de 1999, en el asunto Tekal, que reconocía que la especificidad de las adjudicaciones directas justifica que no se apliquen las normas de contratación pública. En esa ocasión el Tribunal declaró que, a fin de aplicar estas normas de conformidad con el artículo 1.a) de la Directiva 93/36/CEE del Consejo, de 14 de junio de 1993, sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de contratos públicos de suministro, basta, en principio, con que el contrato haya sido celebrado entre un ente territorial y una persona jurídicamente distinta de este. La situación solo es diferente en el caso de que la autoridad pública que es una entidad adjudicadora ejerza sobre la entidad distinta en cuestión un control análogo al que ejerce sobre sus propios servicios y esta persona realice la parte esencial de su actividad con el ente o los entes que la controlan. Tras esta sentencia el Tribunal ha precisado los requisitos de aplicación de este régimen. Por otra parte las Directivas 2014/24 y 2014/25 derogaron y sustituyeron a las Directivas 2004/17 y 2004/18 precisando y codificando la jurisprudencia del Tribunal en materia de adjudicación directa, lo que evidencia que, aún cuando no se aplique dicha codificación ratione temporis a los litigios en el asuntos principal, el legislador de la Unión quiso vincular este régimen al de las Directivas 2014/24 y 2014/25. Eso significa que, en la práctica, cualquier uso de este tipo de adjudicación implica la aplicación de las Directivas. De ello resulta que el artículo 5.2 del Reglamento 1370/2007 no se aplica a la adjudicación directa de contratos cuyo objeto sea el servicio de transporte público de viajeros en autobús que no adopten la forma de contratos de concesión de servicios.
- Sentencia del Tribunal de Justicia, de 21 de marzo de 2019, as. ac. C-350/17 y C-351/17, Mobit y Autolinee Toscane.

El Tribunal de Justicia responde a la petición de decisión prejudicial planteada por el Consejo de Estado de Italia en relación con la interpretación del Reglamento nº 1370/2007, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2007, sobre los servicios públicos de transporte de viajeros por ferrocarril y carretera. La solicitud se enmarca en el litigio que se sigue ante el órgano remitente como consecuencia de la adjudicación por la Región de Toscana, mediante licitación, de un contrato de concesión de servicios de transporte público local.

La Región invitó a presentar ofertas a las dos únicas entidades que habían manifestado interés en participar: Mobit (agrupación italiana de empresas de transporte) y Autolinee Toscane, sociedad italiana filial participada al 100% por dos sociedades (RATP Dev SA y RATP Dev Italia) plenamente controladas por la Régie Autonome des Tranpsorts Parisiens (RATP), ente público controlado por el Estado francés. La adjudicación a Autolinee Toscane fue impugnada por Mobit ante el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo de Toscana alegando vicios en la oferta presentada por ella así como ilegalidad del procedimiento en su integridad. A su vez Autolinee Toscane presentó recurso incidental solicitando la exclusión de la oferta presentada por Mobit. El Tribunal de lo Contencioso-Administrativo estimó ambos recursos y anuló el acuerdo de adjudicación por vicios en las ofertas de ambas entidades que recurrieron al Consejo de Estado. Este órgano plantea diversas cuestiones al Tribunal de Justicia que este, en uso de sus facultades reformula, advirtiendo de la necesidad de responder con carácter previo a la aplicabilidad ratione temporis del artículo 5 del Reglamento 1370/2007 a un procedimiento de adjudicación iniciado el 5 de octubre de 2013 y concluido el 2 de marzo de 2016. 
Para ello se advierte que el artículo 8.2.1 del Reglamento 1370/2007 establece un periodo transitorio de diez años, hasta el 2 de diciembre de 2019, en el que los Estados no tienen la obligación de cumplir el artículo 5 al adjudicar contratos de concesión de servicio público de transporte por carretera. A ese respecto se precisa que el término adjudicación de contratos abarca la decisión de celebrar un contrato de servicio público de transporte por ferrocarril o carretera con una sociedad, con independencia de que su fecha de terminación pueda ser posterior a la de expiración del periodo transitorio, siempre y cuando se respeten las normas de limitación de duración de los contratos del artículo 4.3 y 4 del Reglamento 1370/2007. El Tribunal recuerda que ese periodo transitorio se debió a la necesidad sentida por el legislador de la Unión de que las autoridades competentes y los operadores disfrutasen de un periodo de adaptación a las disposiciones del Reglamento 1370/2007. De hecho, el alcance y la fecha de expiración de ese régimen transitorio no se alteraron ni siquiera con ocasión de la modificación del Reglamento 1370/2007 por el Reglamento 2016/2338. No obstante, ese periodo transitorio no impide que un Estado aplique anticipadamente el citado artículo 5, lo que no parece que ese sea el caso en el litigio principal.
En cualquier caso el régimen transitorio del artículo 8.2.1 aplaza la aplicabilidad del artículo 5, pero no la del artículo 4 a adjudicaciones de contratos de servicios públicos incluidas en ese régimen transitorio. De conformidad con ese artículo 4.3 la duración de esos contratos de servicio público de transporte en autobús no puede exceder de diez años. En este caso el contrato entre la Región de Toscana y Autolinee Toscane tiene una duración de nueve años, respetando la limitación de duración recogida en el Reglamento 1370/2007. Por todo ello debe responderse a la solicitud planteada por el órgano remitente en el sentido de que el artículo 5 no es aplicable a un procedimiento de adjudicación desarrollado antes del 3 de diciembre de 2019.

- Sentencia del Tribunal de Justicia, de 21 de marzo de 2019, as. C-465/17, Falck y otros.
El Tribunal Superior Regional de lo Civil y Penal de Düsseldorf plantea una cuestión prejudicial relativa a la interpretación del artículo 10.h) de la Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre contratación pública. La solicitud se enmarca en el litigio planteado entre dos empresas y el Ayuntamiento de Solingen en relación con la adjudicación directa por este de un contrato de servicios de emergencia sin publicación previa de un anuncio de licitación en el Diario oficial de la Unión Europea. El Ayuntamiento decidió prorrogar durante cinco años el contrato de servicios de socorro que comprendía tanto la utilización de vehículos municipales para intervenciones de emergencia sanitaria y atención a pacientes como el transporte en ambulancia. Para ello invitó a cuatro asociaciones asistenciales a presentar oferta concediendo cada uno de los servicios de que constaba el contrato a dos de ellas. Las otras dos asociaciones solicitaron a la Sala de contratos públicos de Renania la anulación de la adjudicación de facto ya que debía haber sido hecho por el Ayuntamiento a través de un procedimiento de licitación conforme al Derecho de la Unión Europea. La inadmisión de su pretensión llevó a las dos entidades a recurrir al órgano remitente sosteniendo que los servicios concernidos por el contrato no son servicios de prevención de riesgos, ya que estos se refieren únicamente a riesgos relacionados con grandes concentraciones en situaciones extremas, por lo que no están comprendidos en la exclusión del artículo 10.h) de la Directiva 2014/24. A ello añadían que el legislador nacional no puede atribuir a una entidad el carácter de organización sin ánimo de lucro por el mero hecho de que el Derecho nacional la haya reconocido como asociación asistencial ya que los requisitos que para esa calificación impone el Derecho de la Unión Europea son más exigentes.
El Tribunal de Justicia comienza analizando si los servicios a los que se refiere este asunto están comprendidos en el concepto de servicios de prevención de riesgos, en el sentido del citado artículo 10.h), y, respectivamente, en los códigos de servicios de socorro (CPV 75252000-7) y de servicios de ambulancia (85143000-3). En caso afirmativo esos servicios están excluidos del ámbito de aplicación de la Directiva mientras que si la respuesta es negativa se trata de servicios de transporte de pacientes en ambulancia, sujetos por tanto al régimen especial establecido para los servicios sociales y otros servicios específicos. A este respecto se advierte que el concepto de prevención de riesgos no está definido en la Directiva 2014/24 y que, conforme a la jurisprudencia del propio Tribunal de Justicia y las exigencias de aplicación uniforme del Derecho de la Unión y del principio de igualdad, toda disposición del Derecho de la Unión que no tenga remisión expresa a los Derechos nacionales para determinar su sentido y alcance debe interpretarse de manera autónoma y uniforme en toda la Unión, teniendo en cuenta su contexto y su objetivo. En este caso, a diferencia de los conceptos de protección civil y defensa civil, del artículo 10.h) de la Directiva no resulta que el de prevención de riesgos deba tener dimensión colectiva. Así parece en base a una interpretación literal de esa disposición ya que los códigos en ella señalados (como los referidos a servicios de bomberos, de bomberos y emergencia, de prevención de incendios, de rescate/salvavidas o de ambulancia) aluden a riesgos que pueden ser tanto individuales como colectivos. Además exigir que la prevención de riesgos tenga una dimensión colectiva privaría a la expresión de contenido propio, confundiéndose sistemáticamente con la protección civil o la defensa civil. Eso conduce a que cuando una disposición de Derecho de la Unión pueda ser objeto de varias interpretaciones debe darse prioridad a la que garantiza su efecto útil.

Y a la misma conclusión conduce una interpretación sistemática puesto que el considerando 28 de la Directiva 2014/24 excluye de la aplicación de esta a determinados servicios de emergencia prestados por organizaciones o asociaciones sin ánimo de lucro, por la dificultad de preservar su especial naturaleza si los proveedores tuvieran que elegirse conforme a los procedimientos establecidos en la Directiva. Dicha exclusión no se limita a esos servicios prestados cuando se producen riesgos colectivos y a ello se añade que la actividad fundamental de las asociaciones de que se trata en este caso es la prestación de servicios de urgencia, por lo general relacionados con intervenciones de carácter individual y cotidiano, siendo precisamente la experiencia adquirida en la prestación de esos servicios lo que permite a esas asociaciones estar operativos para poder prestar servicios de protección civil o de defensa civil. Además si la prevención de riesgos se limitara a intervenciones de socorro en caso de situaciones extremas, el legislador de la Unión no habría tenido que mencionar el mero transporte en ambulancia en la contraexcepción. Si lo ha hecho es porque, de otro modo, esos servicios deberían considerarse incluidos en la excepción prevista. Por ello el objetivo del considerando 28 no se alcanzaría si el concepto de prevención de riesgos se entendiera como comprendiendo únicamente riesgos colectivos. Por todo ello tanto la atención y asistencia de pacientes en situación de emergencia en un vehículo de socorro por un técnico en transporte y emergencias sanitarias/socorrista como el transporte en ambulancia cualificado están comprendidos en el concepto de prevención de riesgos en el sentido del artículo 10.h) de la Directiva 2014/24.

Lo siguiente que debe hacerse es determinar si esos servicios están cubiertos por alguno de los códigos CPV enumerados en dicho artículo. La sentencia recuerda que la excepción del artículo 10.h), cuyo objetivo es preservar la especial naturaleza de las organizaciones o asociaciones sin ánimo de lucro, no debe ir más allá de lo estrictamente necesario. En ese contexto no cabe duda que el código CPV 75252000-7 (servicios de socorro) se asigna a la atención y asistencia urgente de pacientes prestada en vehículo de socorro por un técnico en transporte y emergencia sanitaria/socorrista. Por ello debe determinarse si el transporte en ambulancia cualificado está incluido en ese mismo código o en el CPV 85143000-3 (servicios de ambulancia). A este respecto se considera que el transporte en ambulancia cualificado no corresponde con el transporte de pacientes en situación de emergencia puesto que debe distinguirse la atención y asistencia a pacientes en situación de emergencia en vehículo de socorro de la atención y asistencia a pacientes en ambulancia por socorrista/auxiliar de transporte sanitario. Por ello esta segunda actividad, calificada como transporte en ambulancia especial, no se efectúa mediante vehículo de socorro, con equipo médico especializado, sino que la ambulancia puede ser un simple vehículo de transporte. Resulta por tanto que de conformidad con el artículo 10.h) de la Directiva 2014/24, a la luz del considerando 28 de esta Directiva, la exclusión de las normas de contratación pública a favor de servicios de prevención de riesgos sólo puede beneficiar a determinados servicios de emergencia prestados por organizaciones o asociaciones sin ánimo de lucro, estando indisolublemente vinculada a la existencia de un servicio de emergencia. De ello deduce el Tribunal que la simple presencia a bordo de una ambulancia de personal cualificado no basta para demostrar por sí sola la existencia de un servicio de ambulancia comprendido en el código CPV 85143000-3. Ello no obsta que la urgencia puede apreciarse, al menos potencialmente, si se transporta a un paciente con riesgo de agravamiento de su estado de salud durante el transporte, en cuyo caso sí podría incluirse ese transporte en ambulancia en la excepción del artículo 10.h).
En este asunto tanto el Ayuntamiento como el Gobierno alemán expusieron que el transporte en ambulancia cualificado se caracteriza por que, debido al estado de salud del paciente, en cualquier momento en el vehículo de transporte puede presentarse una situación de emergencia. Por ello debería haber a bordo del vehículo personal con formación adecuada en primeros auxilios para asistir al paciente. A ello se añade que el riesgo de agravamiento de la salud del paciente en principio debería poder apreciarse objetivamente. Todo ello lleva al Tribunal a concluir que el citado artículo 10.h) debe interpretarse en el sentido de que la exclusión de la aplicación de las normas de contratación pública que recoge incluye la atención y asistencia de pacientes en situación de emergencia en vehículo de socorro por un técnico en transporte y emergencias sanitarias/socorrista, comprendida en el código CPV 75252000-7 (servicios de socorro) y el transporte en ambulancia cualificado, comprendido en el código CPOV 85143000-3 (servicios de ambulancia), siempre que lo realice personal con formación adecuada en primeros auxilios y esté destinado a un paciente cuyo estado de salud puede agravarse durante el Transporte.

A continuación la sentencia aborda si el artículo 10.h) debe entenderse opuesto a que las asociaciones asistenciales reconocidas por el Derecho nacional como organizaciones de protección y defensa civiles se consideren organizaciones sin ánimo de lucro en la medida en que el reconocimiento del estatuto de asociación asistencial no está supeditado en Derecho nacional a la persecución de un fin no lucrativo y, por otra parte, a que las organizaciones o asociaciones cuyo objetivo es desempeñar una función social, que carecen de finalidad comercial y reinvierten los eventuales beneficios en alcanzar el objetivo de la organización, constituyen organizaciones o asociaciones sin ánimo lucrativo en el sentido de dicha disposición. A ese respecto se advierte que la propia resolución de remisión señala que la atribución conforme al Derecho alemán del estatuto de organización de protección y defensa civiles no garantiza con certeza que las entidades a las que se reconoce dicho estatuto no tienen ánimo de lucro. Si bien el artículo 52 de la Ley Tributaria exige que debe ejercerse de forma continuada una actividad destinada a proporcionar a la sociedad de manera desinteresada un bienestar material, espiritual o moral, so pena en caso contrario de la retirada del estatuto de organización sin ánimo de lucro.
Por ello corresponde al órgano remitente apreciar si esa normativa nacional puede interpretarse de manera conforme con las exigencias del artículo 10.h) de la Directiva 2014/24. A eso se añade que, conforme a este artículo 10.h), constituyen organizaciones o asociaciones sin ánimo de lucro las que tienen como objetivo desempeñar funciones sociales, carecen de finalidad comercial y reinvierten los eventuales beneficios con el fin de alcanzar el objetivo de la organización o asociación. Por otra parte advierte la sentencia que no existe equivalencia entre la exclusión de determinadas actividades de organizaciones o asociaciones sin ánimo de lucro del ámbito de aplicación de la Directiva, recogida en el artículo 10.h), y la sumisión que establece el artículo 77 de algunas actividades de organizaciones propiedad de su personal o en las que este participe activamente en la dirección y organizaciones existentes, tales como cooperativas, a un régimen simplificado. Por consiguiente el artículo 10.h) de la Directiva debe interpretarse como opuesto a que las asociaciones asistenciales reconocidas por el Derecho nacional como organizaciones de protección y defensa civiles se consideren organizaciones o asociaciones sin ánimo de lucro en el sentido de dicha disposición en la medida en que el reconocimiento del estatuto de asociación asistencia no está supeditado en Derecho nacional a que persiga un fin no lucrativo y, por otra parte, que las organizaciones o asociaciones que tienen como objetivo desempeñar una función social que carecen de finalidad comercial y reinvierten los eventuales beneficios en alcanzar el objetivo de la organización o asociación, constituyen organizaciones sin ánimo de lucro en el sentido de dicha disposición.
- Sentencia del Tribunal de Justicia, de 2 de mayo de 2019, as. C-309/18, Lavogna Srl.
El Tribunal Regional de lo Contencioso-Administrativo del Lacio plantea una cuestión prejudicial relativa a la interpretación de la Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre contratación pública así como de los principios del Derecho de la Unión en esta materia. La solicitud se enmarca en el litigio que sigue ante él en relación con la adjudicación por el Ayuntamiento de Montelanico de un contrato público cuyo valor supera el umbral del artículo 4 de la Directiva 2014/24. El anuncio del procedimiento, de 29 de septiembre de 2017, no recordaba expresamente la obligación de los operadores de indicar los costes de la mano de obra en su oferta económica, tal como exige el artículo 95.10 del Código italiano sobre Contratación Pública. Tras la adjudicación la empresa clasificada en segunda posición planteaba ante el Tribunal Regional la anulación de la resolución puesto que la empresa seleccionada debía haber sido excluida del procedimiento por no haber indicado en su oferta los costes de mano de obra, sin darle oportunidad de acogerse al procedimiento de subsanación de defectos de tramitación.
El órgano remitente recuerda la jurisprudencia del Tribunal de Justicia en el sentido de que si un requisito de participación en un procedimiento de contratación pública, so pena de exclusión, no está expresamente previsto en los documentos del contrato y solo puede identificarse mediante interpretación jurisprudencial del Derecho nacional, el poder adjudicador puede conceder al licitador excluido un plazo suficiente para regularizar su situación. Además el Código de Contratación Pública, que transpone la Directiva 2014/24 al ordenamiento interno, estableció expresamente la obligación de los licitadores de indicar los costes de mano de obra en su oferta económica, excluyendo la facultad del poder adjudicador de recurrir al procedimiento de subsanación de defectos de tramitación para invitar al que no hubiese cumplido ese requisito a regularizar su situación. El órgano remitente duda de la compatibilidad de esa normativa nacional con los principios de protección de la confianza legítima, de seguridad jurídica y de proporcionalidad, además de poder suponer la discriminación de empresas de otros Estados miembros que deseasen participar en una licitación iniciada por una administración italiana, al no fiarse de la corrección del formulario preestablecido facilitado por la entidad adjudicadora. En ese sentido plantea al Tribunal de Justicia diversas cuestiones con carácter prejudicial.
La primera se refiere a la posible oposición de una normativa nacional como la de este supuesto con los principios de seguridad jurídica, igualdad de trato y transparencia contemplados en la Directiva 2014/24. El Tribunal de Justicia recuerda que el principio de igualdad garantiza las mismas oportunidades para todos los operadores al redactar sus ofertas, que han de estar sujetas a los mismos requisitos para todas ellas. Por su parte la obligación de transparencia busca que no exista riesgo de favoritismo y arbitrariedad por parte del poder adjudicador. Par ello las condiciones y la regulación del procedimiento de licitación han de estar formuladas de manera clara, precisa e inequívoca en el anuncio de licitación o en el pliego de condiciones, para que todos los licitadores razonablemente informados y normalmente diligentes puedan comprender su alcance exacto e interpretarlos de la misma forma y para que el poder adjudicador pueda comprobar que las ofertas de los licitadores responden a los criterios aplicables al contrato de que se trate.
Para el Tribunal ambos principios se oponen a la exclusión de un operador del procedimiento de adjudicación de un contrato público por el incumplimiento de una obligación que no resulta expresamente de los documentos de dicho procedimiento o de la ley nacional vigente, sino de una interpretación de dicha ley o de dichos documentos. Sin embargo esos principios no se oponen a dicha exclusión por el incumplimiento de una obligación expresamente impuesta, so pena de exclusión, por los documentos del procedimiento o las disposiciones de Derecho nacional vigentes. Esto último se impone en opinión del Tribunal con mayor razón habida cuenta de que, en el supuesto de que las obligaciones se impusiesen claramente en los documentos de la licitación, el poder adjudicador no puede admitir ninguna rectificación de su cumplimiento.
Por su parte el artículo 56.3 de la Directiva 2014/24 autoriza a los Estados miembros a limitar los casos en que los poderes adjudicadores podrán solicitar a los operadores económicos que presentan, completen o aclaren o añadan la información o los documentos supuestamente incompatibles, erróneos o que falten en un plazo adecuado. Por último, conforme al principio de proporcionalidad, principio general del Derecho de la Unión, la normativa nacional sobre contratación pública que tenga por objeto garantizar la igualdad de trato de los licitadores no debe ir más allá de lo necesario para alcanzar ese objetivo.

En este supuesto la obligación, so pena de exclusión, de indicar por separado los costes de mano de obra resulta claramente del artículo 95.10 del Código de Contratación Pública, vigente en el momento del anuncio de licitación del litigio principal. Además conforme al artículo 89.3 del mismo texto, con base en el artículo 56.3 de la Directiva 2014/24, el legislador italiano excluyó del procedimiento de subsanación de defectos de tramitación la no inclusión de los costes de mano de obra. Por otra parte, el anuncio de licitación no recordaba expresamente la obligación del artículo 95.10, si bien de los datos de que dispone el Tribunal se despende que sí se precisaba la aplicación de las normas del Código de Contratación Pública. Por lo que cualquier licitador razonablemente informado y normalmente diligente podía conocer la obligación de indicar en la oferta económica los costes de mano de obra. De todo ello resulta que los principios de igualdad de trato y de transparencia no se oponen a una normativa nacional en la que la inclusión de los costes de mano de obra conlleva la exclusión del licitador sin que sea posible recurrir al procedimiento de subsanación de defectos de tramitación, incluso en el caso de que el anuncio de licitación no recordase expresamente la obligación legal de proporcionar esa indicación.
Sin embargo, recuerda la sentencia que el formulario preestablecido que debían utilizar forzosamente los licitadores no permitía materialmente indicar por separado los costes de mano de obra y que el pliego de condiciones precisaba que los licitadores no podían presentar ningún documento que no hubiese sido solicitado específicamente por el poder adjudicador. Por ello afirma el Tribunal de Justicia que corresponde al órgano remitente verificar esa imposibilidad material y si la documentación correspondiente al anuncio de licitación creaba confusión en los licitadores. En caso de respuesta afirmativa y habida cuenta de los principios de seguridad jurídica, transparencia y proporcionalidad, el poder adjudicador puede conceder a ese licitador la posibilidad de regularizar su situación en un plazo establecido y cumplir las obligaciones previstas por la normativa nacional.
- Sentencia del Tribunal de Justicia, de 8 de mayo de 2019, as. C-566/17, Związek Gmin Zagłębia Miedziowego.
El Tribunal de Justicia responde a la solicitud de decisión prejudicial del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo del Voivodato de Breslavia (Polonia) en relación con la interpretación del artículo 168.a) de la Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, relativa al sistema común del impuesto sobre el valor añadido. La solicitud se enmarca en el litigio planteado ante el órgano remitente entre la mancomunidad de municipios de la cuenca del cobre en Polkowice y el Director de la Administración tributaria nacional. La mancomunidad incluye entre sus funciones la gestión de residuos municipales en el territorio de sus miembros, actividad que se financia con un canon percibido por los municipios, por lo que no constituye una actividad económica en el sentido del sistema común del IVA, no estando por tanto sujeta a dicho impuesto. A partir de 2013 sin embargo prestó también servicios adicionales a los particulares (equipar inmuebles de contenedores y servicios de recogida y transporte de contenedores de residuos verdes o de construcción), que sí constituyen actividad económica en el sentido del sistema común del IVA y están por tanto sujetos al impuesto. Entre 2013 y 2015 la mancomunidad incurrió en gastos de funcionamiento que no pueden imputarse exclusivamente ni a las operaciones no sujetas al IVA ni a las que sí lo están. Por ello consultó a la autoridad tributaria que le respondió que al tratarse de gastos mixtos estaba obligada a un desglose del IVA soportado, para determinar el importe relacionado con su actividad económica. La inexistencia de normas internas con ese fin hace que corresponda al sujeto pasivo la elección del método adecuado para efectuar ese desglose. Por su parte la autoridad tributaria apuntó que procede aplicar la prorrata prevista en el artículo 90.3 de la Ley del IVA, para determinar los importes del impuesto soportado en relación con las operaciones sujetas al impuesto, que dan derecho a deducción y los que se relacionan con operaciones exentas que no dan lugar a ese derecho.

La mancomunidad solicitó al Tribunal de lo Contencioso-Administrativo la anulación de esa respuesta dado que la Ley del IVA no prevé ninguna norma de reparto del IVA soportado en función de que los gastos se refieran a actividades económicas o no económicas del sujeto pasivo. Por ello la mancomunidad sostiene que no puede estar obligada a aplicar un método de reparto del IVA soportado por gastos mixtos y que el derecho a deducción relativo a los citados gastos no puede limitarse más allá de la prorrata del artículo 90 de la Ley del IVA frente a actividades económicas sujetas al impuesto o exentas del mismo.

El órgano remitente señala que a fecha 1 de enero de 2016 el legislador polaco no había adoptado ninguna norma relativa al desglose del IVA soportado por gastos mixtos más allá de los artículos 90 y 91 de la Ley del IVA. Las modificaciones de la citada Ley que entraban en vigor en esa fecha resolvían la cuestión pero no eran aplicables a los ejercicios 2013 a 2015 a los que se refiere el litigio principal. Además, la Directiva IVA no contiene normas sobre reparto de importes del impuesto soportado por gastos mixtos del sujeto pasivo y, a juicio del órgano remitente, la jurisprudencia del Tribunal de Justicia señala que corresponde a los Estados miembros determinar el método y los criterios de dicho reparto, con observancia del Derecho de la Unión y los principios del sistema común del IVA. En este punto se apunta una sentencia del Tribunal Supremo de lo Contencioso-Administrativo consagrando el derecho del sujeto pasivo a deducir íntegramente el IVA soportado, incluyendo la parte relacionada con operaciones no comprendidas en el sistema común. El órgano remitente duda de la compatibilidad de esa interpretación del Derecho nacional con la Directiva IVA, especialmente su artículo 168 que, como el artículo 86.1 de la Ley del IVA que lo transpone al Derecho polaco, prevé expresamente el derecho a deducción del IVA aparejado únicamente a operaciones sujetas al impuesto. En esas circunstancias plantea la cuestión al Tribunal de Justicia.

El Tribunal de Justicia recuerda que, de conformidad con el artículo 168.a) de la Directiva IVA, solo los impuestos soportados por bienes o servicios utilizados por el sujeto pasivo para sus operaciones gravadas pueden ser deducidos. Es decir que los bienes o servicios utilizados o adquiridos para necesidad de operaciones exentas del IVA no generan el derecho a deducción del impuesto soportado para evitar la doble imposición. En caso de que un sujeto pasivo utilice bienes y servicios para operaciones con derecho a deducción y otras sin tal derecho, los artículos 173 a 175 de la Directiva IVA prevén normas para determinar la parte del IVA deducible, que ha de ser proporcional al importe relativo a las operaciones económicas del sujeto pasivo gravadas. El Tribunal de Justicia ha precisado al respecto que esas normas se refieren al IVA soportado que grava gastos relacionados exclusivamente con operaciones económicas, desglosando entre aquellas gravadas, que dan derecho a deducción, y aquellas exentas, que no dan lugar a ese derecho. En cambio, para no comprometer el objetivo de la neutralidad del sistema común del IVA, las operaciones no comprendidas en el ámbito de aplicación de la Directiva IVA deben excluirse del cálculo de la prorrata de deducción. E incluso el propio Tribunal de Justicia ya ha señalado que el silencio de la Directiva IVA a este respecto conduce a que la determinación de los métodos y criterios de reparto del IVA soportado entre actividades económicas y no económicas entra en la facultad de apreciación de los Estados miembros. Si bien estos han de tener clara la finalidad y estructura de la Directiva IVA y establecer un método de cálculo que refleje objetivamente la parte de los gastos soportados realmente imputable a cada una de esas actividades.

En este caso procede examinar si la inexistencia de normas específicas en Derecho interno sobre métodos y criterios de desglose entre actividad económicas y no económicas del IVA soportado por gastos mixtos implica que se autoriza al sujeto pasivo a deducirse la totalidad del IVA soportado por gastos mixtos. El Tribunal recuerda el artículo 168.a) de la Directiva IVA, y añade que el margen de apreciación de los Estados en la elección de métodos y criterios de desglose entre actividades económicas y no económicas del IVA soportado por gastos mixtos, no implica que, ante la inexistencia de normas en el ordenamiento fiscal nacional, el sujeto pasivo tenga derecho a deducir la totalidad del IVA soportado por gastos mixtos, incluso los relativos a operaciones no comprendidas en el sistema común del IVA. Conceder ese derecho equivaldría a contradecir los principios básicos del sistema común del IVA concediendo al sujeto pasivo una ventaja contraria al principio de neutralidad fiscal, traducción por el legislador de la Unión del principio de igualdad de trato en materia de IVA.

Por otra parte en este caso el derecho a una deducción total tiene origen en una interpretación del principio de legalidad tributaria establecido en el artículo 217 de la Constitución polaca y que se configura como principio general del Derecho de la Unión. Ese principio implica que toda obligación de pago de un impuesto y todos los elementos esenciales de este, estén previstos por la ley, pero no exige la regulación exhaustiva de todos los aspectos técnicos de la imposición, siempre que las normas establecidas por la ley permitan al sujeto pasivo prever el importe del impuesto devengado y el momento en que será exigible. Por ello la inexistencia de normativa relativa a reglas técnicas de carácter accesorio respecto de un elemento esencial del impuesto no supone vulneración del principio de legalidad tributaria, como tampoco lo es que la normativa deje al sujeto pasivo la elección entre varias líneas de conducta para acogerse a un derecho.

Por lo tanto en caso de que se trate de un elemento esencial del IVA, como impuesto sometido a armonización por el legislador de la Unión, debe examinarse, a la luz del principio de legalidad tributaria y no sobre la base de una interpretación de ese principio en Derecho nacional, qué elementos de ese impuesto debe prever la ley. En el caso del derecho a deducción, elemento esencial del pago del IVA, su alcance aparece claramente fijado en el artículo 168 de la Directiva IVA, que indica requisitos de nacimiento y extensión de ese derecho, sin dejar a los Estados miembros margen de apreciación en cuanto a su aplicación. Así siempre que el sujeto pasivo pueda establecer el alcance de su derecho a deducción, sobre la base de la normativa aplicable, no puede considerarse que su obligación de determinar la parte de sus gastos mixtos referida a operaciones económicas sea contraria al principio de legalidad tributaria. Esa exigencia no reviste un carácter esencial sino accesorio en el sistema común del IVA, en tanto que requisito previo a cumplir por el sujeto pasivo para acogerse a su derecho a deducción.

Dicho eso corresponde al órgano remitente apreciar si en este caso se satisfacen las exigencias que impone el principio de legalidad tributaria. Ello no impide al Tribunal de Justicia dar al juez nacional las indicaciones necesarias relativas al Derecho de la Unión para resolver el litigio del que conoce. A ese respecto el artículo 86 de la Ley del IVA, que transpone el artículo 168 de la Directiva IVA, prevé el derecho del sujeto pasivo a deducir del impuesto devengado el soportado si los bienes y servicios se utilizan en operaciones gravadas, definiendo de esa manera de forma precisa el alcance y extensión de ese derecho. Además, a falta de normas específicas sobre criterios y métodos de desglose del IVA soportado entre actividades económicas y no económicas, el sujeto pasivo puede obtener de las autoridades tributarias nacionales una respuesta a una consulta que le indique el modo correcto de aplicación de la ley en su caso. A ello se añade que en este caso le consta al Tribunal que el sujeto pasivo puede elegir un método adecuado para dicho desglose. En esas circunstancias no parece que la inexistencia de normas impida al sujeto pasivo determinar el importe del IVA percibido.

Por último, por lo que respecta a la práctica nacional de que se trata en el caso, considerada por el órgano remitente como contraria al artículo 168 de la Directiva, se recuerda la obligación de los órganos jurisdiccionales nacionales de interpretar, en la medida de lo posible, el Derecho nacional de manera conforme con el Derecho de la Unión y que esa interpretación puede oponerse, en principio, a un sujeto pasivo por la autoridad tributaria competente. Por otra parte, aunque la obligación de interpretación conforme no puede servir de fundamento para una interpretación contra legem del Derecho nacional, los órganos jurisdiccionales nacionales deben, en su caso, modificar una jurisprudencia ya establecida si se basa en una interpretación del Derecho nacional incompatible con los objetivos de una Directiva. Por todo ello se concluye que el artículo 168 de la Directiva IVA se opone a una práctica nacional que autoriza al sujeto pasivo a deducir la totalidad del IVA soportado por gastos mixtos, debido a la inexistencia en la normativa fiscal aplicable de normas específicas sobre criterios y métodos de desglose que permitan a ese sujeto pasivo determinar la parte de ese IVA soportado relacionada con actividades económicas y con actividades no económicas.

- Sentencia del Tribunal de Justicia, de 8 de mayo de 2019, as. C-253/18, Rhenus Veniro.
El Tribunal Superior Regional de lo Civil y Penal de Düsseldorf plantea al Tribunal de Justicia la interpretación del artículo 7.5 del Reglamento (CE) nº 1370/2007 del Parlamento Europeo y del Conejo, de 23 de octubre de 2007, sobre los servicios públicos de transporte de viajeros por ferrocarril y carretera. La solicitud se relaciona con el litigio en el plano nacional entre el Ayuntamiento de Euskirchen y Rhenus Veniro relativo al proyecto de adjudicación directa de un servicio público de transporte de viajeros en autobús y otros vehículos. El anuncio de información previa de dicho proyecto, publicado en el Suplemento del Diario oficial de la Unión Europea, contemplaba que el contrato en cuestión debía adjudicarse a una sociedad perteneciente en su totalidad al Ayuntamiento de Euskirchen para un periodo de 120 meses, a partir del 1 de enero de 2019. Como dicha sociedad no disponía de vehículo propio ni de conductor para ejecutar ella misma el servicio objeto del contrato anunció su intención de subcontratar dicha ejecución con otra empresa que presta servicios de transporte en todo el territorio cubierto por el Consorcio de Gestión de Transportes Rhein-Seig. La propiedad de esta empresa se distribuye entre diversas sociedades así como los Distritos de Euskirchen y de Rhein-Berg, cada uno con un 12,5% de participación. Por último un 2,5% de esa propiedad corresponde al Distrito de Oberberg y un 10% al propio subcontratista.
Tras el recurso de Rhenus Veniro la Cámara de Contratos Públicos de Alemania prohibía el 16 de mayo de 2017 la adjudicación del contrato al considerar que el destinatario no cumplía el criterio de la ejecución personal del contrato de transporte, previsto en el artículo 5.2 del Reglamento 1370/2007, que la empresa a la que se iba a subcontratar prestaba servicios de transporte en territorios distintos del de la ciudad de Euskirchen y que la actividad del subcontratista no podía imputarse al destinatario del contrato, que solo disponía del 2,5% de la propiedad de aquel. Tras el recurso por la empresa a la que se adjudicaba el contrato el Tribunal Superior Regional planteaba al Tribunal de Justicia si el artículo 5 del Reglamento 1370/2007 es aplicable a la adjudicación directa de un contrato de servicio público de transporte de viajeros en autobús que no adopta la forma de un contrato de concesión y, en caso afirmativo, si esta disposición autoriza al operador interno a realizar la mayor parte de ese servicio a través de una sociedad de la que solo posee el 2,5% del capital social.

El Tribunal de Justicia recuerda que ya se ha pronunciado, en relación con contratos comprendidos normalmente en el ámbito de aplicación de las Directivas 2004/17 y 2004/18, que las adjudicaciones directas de contratos de servicios públicos de transporte de viajeros en autobús que no adoptan la forma de contratos de concesión en el sentido de estas Directivas no están sujetas al artículo 5.2 del Reglamento 1370/2007, sino al régimen de las adjudicaciones directas desarrollado sobre la base de esas Directivas. Además, las Directivas 2014/24 y 2014/25, que sustituyeron a las anteriores, ya no definen el concepto contrato de concesión, que actualmente se regula en la Directiva 2014/23, vienen a codificar la jurisprudencia del Tribunal, poniendo en evidencia que el legislador quiso vincular ese régimen de adjudicación directa a esas dos Directivas. En este caso el anuncio de información previa fue publicado el 8 de diciembre de 2016, cuando las Directivas 2014/24 y 2014/25 eran ya aplicables, por lo que procede responde que el artículo 5.2 del Reglamento 1370/2007 no es aplicable a la adjudicación directa de contratos de servicios públicos de transporte en autobús que no adopten la forma de contratos de concesión, en el sentido de la Directiva 2014/23.

II. OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES

1. COMITÉ DE LAS REGIONES

- Dictamen del Comité Europeo de las Regiones - La racionalización de la ejecución de la RTE-T

El Comité Europeo de las Regiones presenta una serie de recomendaciones políticas, subrayando que la culminación de la red básica y global de transportes (TEN-T) es la clave para garantizar la cohesión territorial, hacer más accesibles todas las regiones e impulsar el desarrollo económico de las regiones periféricas y transfronterizas. En consecuencia, acoge con satisfacción la propuesta de la Comisión con vistas a acelerar la ejecución de las redes transeuropeas de transporte (RTE-T) y alcanzar los objetivos del Acuerdo de París. Esta propuesta también reviste gran importancia a la hora de armonizar los procedimientos y las normas técnicas, así como de incrementar la interoperabilidad, subrayando la importancia de racionalizar los procedimientos, en particular en las regiones fronterizas.

Así, propone que, en lugar de aplicar el procedimiento propuesto a todos los proyectos de la RTE-T, el Reglamento especifique qué proyectos recaen en su ámbito de aplicación. Por ejemplo, los Estados miembros han de decidir cuáles son los proyectos prioritarios que entran en el ámbito de aplicación del Reglamento. La carga administrativa no debe simplificarse ni reducirse a costa de la subsidiariedad y la proporcionalidad. Los enfoques a medida deben ser posibles si un Estado miembro ya cuenta con procedimientos racionalizados.

En definitiva, el Comité acoge con satisfacción la intención de la propuesta de facilitar la cooperación transfronteriza para desarrollar las conexiones de transporte y acabar con la falta de conexiones, instando a la Comisión a que fomente medidas destinadas a facilitar la ejecución transfronteriza y eliminar los cuellos de botella de los proyectos de la RTE-T mediante la racionalización de los procedimientos y requisitos administrativos. Para ello, en este Dictamen se propone una relación de quince Recomendaciones de Enmienda a la Propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo sobre la racionalización de las medidas para promover la finalización de la red transeuropea de transporte, que se pueden consultar en el documento de referencia y que aquí no se considera adecuado reproducir íntegramente por tratarse de un procedimiento de trámite previo a la aprobación del mencionado Reglamento.

- Documento de referencia para debate (Comisión de Política Económica del Comité Europeo de las Regiones) — La retirada del Reino Unido de la Unión Europea desde una perspectiva regional y local
Consecuencia del interés sobre el Brexit que ha mantenido desde el referéndum del Reino Unido, el Comité de las Regiones ha analizado y debatido el probable impacto asimétrico que ejercería la salida del Reino Unido de la Unión sobre las regiones y ciudades de la EU-27, con el objetivo de concienciar sobre ello en regiones y ciudades y transmitir los puntos de vista de los entes locales y regionales a la Comisión. En particular, la Comisión ECON ha desempeñado una labor analítica y política exhaustiva sobre el posible impacto económico de la retirada del Reino Unido para las regiones y ciudades de la EU-27: se han llevado a cabo un estudio, una encuesta y un taller sobre la evaluación del impacto territorial, así como un debate adicional en las reuniones de la Comisión ECON. El 20 de marzo de 2018, la secretaría de la Comisión ECON presentó un informe que recoge los resultados de las tres partes del trabajo de análisis realizado por la Comisión ECON, así como los resultados de otras fuentes pertinentes.

El modo en que las regiones, países y empresas perciben los riesgos y oportunidades del Brexit, el modo en que se están preparando para afrontar los retos y el grado en que son capaces de poner en práctica planes adecuados a su debido tiempo desempeñarán un papel clave para mitigar cualquier posible efecto negativo en sus respectivas economías. Las investigaciones indican que los efectos económicos y sociales de la retirada del Reino Unido de la Unión Europea serán muy probablemente asimétricos, no solo en los diferentes sectores de la economía, sino también entre regiones y países, ya que algunas regiones y Estados miembros se verán más expuestos debido a la naturaleza y alcance de sus vínculos comerciales con el Reino Unido, y esta exposición podrá variar ulteriormente entre sectores de cada región. En caso de que el Reino Unido abandone la unión aduanera, los efectos para la EU-27 (y especialmente para aquellas regiones más expuestas al comercio con el Reino Unido o situadas cerca de este país) serán importantes, ya que las gestiones de aduana supondrán un gran aumento de trabajo administrativo, recursos humanos y requisitos de espacio físico en puertos y aeropuertos. Los costes de transacción del transporte transfronterizo de mercancías podrían aumentar como consecuencia de los procedimientos aduaneros.

Como también ha subrayado la Comisión, con independencia del escenario previsto, la decisión del Reino Unido de abandonar la Unión Europea provocará importantes perturbaciones, y la preparación de la retirada del Reino Unido debe suponer un esfuerzo conjunto a escala de la Unión, nacional, regional y local, así como por parte de los operadores económicos y los ciudadanos. En un esfuerzo por concienciar a sus miembros sobre los retos que trae consigo cada posible escenario y sobre la necesidad de prepararse para la repercusión negativa del Brexit, la Comisión ECON del CDR propuso celebrar un debate de expertos durante su reunión en febrero, lo que finalmente se pospuso por la incertidumbre creada sobre las fechas y condiciones en que finalmente se formalizará el Brexit. Representantes de la Comisión Europea y miembros del mundo académico especializados en política de la UE examinarán, junto con los miembros de la Comisión ECON, cuál es el mejor modo en que las regiones y ciudades podrían prepararse para todos los resultados posibles, y qué políticas de la Unión Europea podrían revestir una importancia crucial a la hora de ayudarlas a afrontar el impacto negativo. Los miembros de la Comisión ECON también podrían compartir experiencias sobre cómo prepararse para el Brexit provenientes de sus respectivas regiones. 

Durante el debate, podrían plantearse las siguientes cuestiones: 
¿Existen medidas inmediatas que podrían adoptar las regiones y ciudades para mitigar el impacto sobre sus respectivas economías resultante de perturbaciones en los flujos comerciales (controles aduaneros) en caso de un Brexit sin acuerdo? 

¿Cuáles son las políticas clave a nivel de la Unión Europea que podrían ayudar a las regiones, especialmente aquellas con más probabilidad de verse afectadas negativamente por el Brexit, a afrontar el impacto en todos los escenarios posibles?

¿Cuál sería el papel del nivel nacional en caso de un Brexit sin acuerdo? 

Con menos recursos disponibles para identificar los cambios necesarios y desarrollar medidas atenuantes, a las pymes les resultará más difícil adaptarse al nuevo contexto. ¿Cómo podrían cooperar mejor la Comisión, los Estados miembros y las regiones para concienciar a las empresas, incluidas las pymes, sobre los retos y las oportunidades desencadenados por el Brexit, a fin de ayudarlas a tomar medidas atenuantes y garantizar una transición sin complicaciones?
¿Debería crearse un fondo Brexit a nivel de la Unión Europea destinado a asistir a las regiones afectadas negativamente, o serían las políticas existentes en la Unión Europea suficientes para abordar los desafíos? 

¿Bastaría con un futuro acuerdo de libre comercio (ALC) para mitigar el impacto negativo esperado en algunas regiones situadas en la frontera con el Reino Unido, incluso en caso de un Brexit ordenado, o haría falta tomar medidas adicionales a nivel de la UE o nacional con respecto a dichas regiones?

¿Cómo se está preparando Irlanda para la salida del Reino Unido? ¿Qué iniciativas sobre las pymes podrían resultar de interés para otros Estados miembros o regiones con probabilidad de verse afectados negativamente por la retirada del Reino Unido? 

Dado que las regiones de la EU-27 y del Reino Unido, gracias en particular a programas de la Unión, han logrado un elevado grado de integración (económica y comercial, entre otros a través de programas europeos), ¿qué medida sería apropiada, y a qué nivel, para preservar dicha integración y desarrollarla?
Sin embargo, la realidad ha condicionado todos estos planes que deberán ser afrontados más adelante. Sólo por hacer historia, recordemos que el 14 de noviembre de 2018, la Comisión Europea y los negociadores del Reino Unido llegaron a una conclusión inicial sobre la totalidad del Acuerdo sobre la retirada del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea y de la Comunidad Europea de la Energía Atómica, con arreglo al artículo 50 del Tratado de la Unión Europea. El Acuerdo fue refrendado por el Consejo Europeo el 25 de noviembre de 2018. Con el Acuerdo quedaron establecidas las condiciones de la retirada del Reino Unido el 29 de marzo de 2019, que preveían una salida sin sobresaltos y una transición ordenada hacia la futura relación entre la EU-27 y el Reino Unido con, entre otros aspectos, un período transitorio que terminaría el 31 de diciembre de 2020. La aplicación continuada del Derecho de la Unión durante este período dejaría tiempo a las administraciones nacionales y empresas para prepararse para la nueva relación y allanar el camino para la retirada de la Unión. Además, concedería tiempo a la Unión Europea y al Reino Unido para negociar la futura relación. Sin embargo, la Cámara de los Comunes rechazó el Acuerdo de Retirada por 432 votos frente a 202 el 15 de enero de 2019. 

En previsión de estos posibles problemas, ya el 23 de marzo de 2018, y dado que no se daba por seguro un período transitorio entre el 30 de marzo de 2019 y el 31 de diciembre de 2020, el Consejo Europeo (artículo 50) instó a la Comisión, a la alta representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad y a los Estados miembros a que prosiguieran los trabajos sobre la preparación, a todos los niveles, para las consecuencias de la retirada del Reino Unido, teniendo en cuenta todos los escenarios posibles. De cualquier forma, la primera Comunicación de la Comisión sobre la preparación para el Brexit de 19 de julio de 2018, «Preparación de la retirada del Reino Unido de la Unión Europea el 30 de marzo de 2019», señalaba que, con independencia del escenario previsto, la decisión del Reino Unido de abandonar la Unión provocará importantes perturbaciones, y que la preparación de la retirada del Reino Unido debe suponer un esfuerzo conjunto a escala de la Unión, nacional, regional y local, así como por parte de los operadores económicos y los ciudadanos. Las partes interesadas y las autoridades nacionales y de la Unión Europea debían prepararse para dos posibles escenarios principales:

Si el Acuerdo de Retirada se ratificaba antes del 30 de marzo de 2019, el Derecho de la Unión Europea dejaría de aplicarse al y en el Reino Unido el 1 de enero de 2021, es decir, después de un período transitorio de veintiún meses.

Si el Acuerdo de Retirada no se ratificase antes del 30 de marzo de 2019, no habría período transitorio y el Derecho de la Unión Europea dejaría de aplicarse al Reino Unido y en el Reino Unido el 30 de marzo de 2019. Esto se conoce como «escenario sin acuerdo» o «escenario límite».

La Comunicación confirma el compromiso de la Comisión de adoptar, para finales de 2018, todas las propuestas necesarias en caso de no llegar a un acuerdo, e incluye una evaluación de las necesidades de contingencia. Como respuesta al llamamiento del Consejo Europeo a los Estados miembros, las instituciones de la Unión y todas las partes interesadas para que intensifiquen sus labores de preparación a todos los niveles y para todos los resultados, los servicios de la Comisión han publicado setenta y ocho comunicaciones preparatorias específicas para cada sector a lo largo del pasado año (https://ec.europa.eu/info/brexit/brexit-preparedness/preparedness-notices_es), para informar al público sobre las consecuencias de la retirada del Reino Unido en ausencia de un Acuerdo de Retirada. Estas están disponibles en todas las lenguas oficiales de la Unión Europea. La Comisión ha entablado además debates de carácter técnico con los Estados miembros de la EU-27, tanto sobre temas generales relativos a la preparación como sobre medidas preparatorias concretas sectoriales, jurídicas y administrativas.

En consecuencia, queda pendiente el debate propuesto por la Comisión de Política Económica del Comité Europeo de las Regiones sobre “La retirada del Reino Unido de la Unión Europea desde una perspectiva regional y local.

2. COMITÉ económico y social EUROPEO
- Dictamen sobre la propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a los requisitos mínimos para la reutilización del agua (programa evolutivo)
Debido al cambio climático y a la creciente demanda, en muchas partes de la Unión Europea se está sufriendo ya escasez de agua, y los problemas de penuria y calidad ya afectan a un tercio del territorio de la Unión durante todo el año. El Comité se ha hecho eco de estas preocupaciones en anteriores dictámenes, instando a invertir más en el tratamiento de las aguas residuales para su reutilización y señalando que el objetivo de cerrar el ciclo del agua ha dejado de parecer una opción irreal.

Una gran proporción de los recursos hídricos se utiliza para el riego agrícola, en particular en los Estados miembros meridionales, en los que la producción agrícola representa un componente importante de la actividad económica. Este Reglamento no persigue ampliar la zona de regadío, sino que los recursos hídricos existentes se utilicen de una manera más segura y eficiente. 

Comprensiblemente, una de las principales prioridades de la Unión Europea es mantener la confianza de los consumidores en el suministro de alimentos y en el sistema de regulación y control que garantiza su seguridad. Este Reglamento aumentará la seguridad en este ámbito, en el que actualmente las normas varían considerablemente de un Estado miembro a otro. Este Reglamento podría aumentar en 4.900 millones de m3 al año el agua disponible para regadío, reduciendo en más del 5 % el estrés hídrico global. Garantizará la seguridad de las aguas regeneradas y un alto nivel de protección de la salud humana y animal y del medio ambiente.

Cabe considerar, además, que el Reglamento contribuirá a reforzar la economía circular y a mejorar la seguridad alimentaria de la Unión Europea y la salud pública. En él se aborda directamente la necesidad de establecer unos requisitos mínimos armonizados sobre la calidad del agua reciclada, que en su gran mayoría se utiliza en la agricultura. Ofrece una mayor transparencia pública al exigir un acceso en línea a información adecuada y actualizada sobre la reutilización del agua. Además, el Reglamento propuesto contribuye a la aplicación en la Unión Europea de los objetivos de desarrollo sostenible (ODS) y, en particular, el ODS 6 sobre Agua Potable y Saneamiento.

Además, complementa la propuesta de la Comisión de una nueva política agrícola común al contribuir a una mejor gestión del agua en la agricultura, puesto que los agricultores tienen acceso a un suministro de agua más sostenible. 

Hay que señalar que este Reglamento se presenta como parte de un programa evolutivo y que la intención es que, a largo plazo, se consideren otros ámbitos de la reutilización del agua. Sin embargo, este Reglamento en concreto tiene un objetivo delimitado y abarca casi exclusivamente el procesamiento de las aguas residuales urbanas ya tratadas para que puedan utilizarse de diversas formas para el riego agrícola. La reutilización doméstica e industrial queda fuera del ámbito de aplicación de esta propuesta aunque, en cierta medida, ya encuentra cobertura, por ejemplo, en la Directiva sobre el tratamiento de las aguas residuales urbanas, actualmente en proceso de revisión.
Esta propuesta de Reglamento proviene de una iniciativa de la Comisión Europea muy positiva y oportuna, que fomentará en gran medida el desarrollo de recursos hídricos seguros y adicionales para el riego agrícola, es decir, agua que puede procesarse para que se utilice de manera segura en la agricultura y, cuando proceda, conserve un valioso contenido de nutrientes útiles, así como materia orgánica adecuada y que enriquece el suelo.

El valor añadido de este suministro aliviará principalmente la presión sobre el suministro de agua potable, a la vez que facilitará la inversión, tanto pública como privada, para crear estos recursos hídricos suplementarios. Estas infraestructuras de tratamiento y suministro independientes y destinadas al uso agrícola se sumarán a las fuentes y a la infraestructura de suministro existentes que son servicios esenciales y cuya responsabilidad de gestión recae, dependiendo de cada país, en el Estado, el municipio u organizaciones privadas.
El Comité Económico y Social acoge favorablemente esta propuesta de Reglamento como complemento útil para alcanzar los objetivos de la Directiva marco sobre el agua y contribuir al Paquete de medidas sobre la economía circular. La propuesta fomentará un uso más sostenible de los recursos hídricos existentes y aumentará la confianza de los consumidores en la seguridad de los productos agrícolas afectados. 

En la actualidad, los consumidores desconocen las divergencias que presentan los Estados miembros en cuanto a las normas de reutilización del agua y muchos desconocen que el agua regenerada se utiliza de manera generalizada para el riego. Dado que este Reglamento proporciona un enfoque coherente basado en un sólido asesoramiento científico, puede considerarse un elemento básico necesario en la política de seguridad alimentaria.

Contrariamente a la impresión que puede dar el título general del Reglamento, el contenido real de la propuesta se centra estrictamente en la reutilización de las aguas residuales urbanas para el riego. Aunque esto se menciona en la exposición de motivos del Reglamento, se recomienda hacer más hincapié en este punto para aliviar la preocupación de quienes crean que se están obviando las oportunidades de reutilización industrial y doméstica. 

Aunque la posible reutilización del agua para la recarga de acuíferos no es el objeto del Reglamento, es una cuestión que sigue siendo de interés, por lo que deberían llevarse a cabo nuevos análisis técnicos a fin de resolver los complejos problemas detectados en la evaluación de impacto.

Para que el Reglamento tenga el máximo impacto previsto, el Comité recomienda encarecidamente que todos los Estados miembros efectúen un control eficaz de los recursos hídricos y apliquen un régimen de responsabilidad y ejecución. En particular, hay que hacer respetar de manera más sistemática las prohibiciones relativas a la extracción ilegal de agua. 

Aun cuando no faltan buenos argumentos empresariales que respalden la inversión de capital que se precisa en la construcción de la infraestructura necesaria para la reutilización del agua, la construcción de tal infraestructura se apoyaría en las ayudas de los Fondos Estructurales, principalmente el Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural y el Fondo de Cohesión. 

Aunque se espera que la incidencia en la competencia con las importaciones de terceros países sea neutra, el Comité Económico y Social exhorta a la Comisión a que aproveche esta oportunidad y utilice la elaboración de estas normas a escala de la Unión, en conjunción con la Autoridad Europea de Seguridad Alimentaria, para reforzar la posición en los debates normativos internacionales sobre la reutilización del agua, de modo que las importaciones procedentes de terceros países también cumplan las normas. El Comité Económico y Social ha defendido con regularidad la coherencia de las normas agrícolas internacionales y este Reglamento puede establecer una referencia mundial para la reutilización del agua.

El Reglamento propuesto forma parte de un enfoque integrado de la gestión del agua destinado a hacer frente al grave y creciente problema de la escasez de agua en toda la Unión Europea. Junto a las medidas de ahorro de agua y de mejora de la eficiencia hídrica, las aguas tratadas procedentes de instalaciones de tratamiento de aguas residuales urbanas pueden ser una opción alternativa fiable de suministro de agua. 

Por lo general, la reutilización del agua tiene un menor impacto medioambiental en comparación con otras alternativas de suministro y puede ofrecer un amplio abanico de ventajas ambientales, económicas y sociales. El Reglamento se centra en la reutilización del agua para el riego agrícola, que actualmente representa alrededor de una cuarta parte del total de agua dulce extraída en la Unión Europea. 

El Reglamento se aplicará directamente, además de a los Estados miembros, a los operadores de las empresas, lo cual podría estimular el desarrollo y la adopción de tecnologías verdes. La propuesta establece unos requisitos mínimos de calidad y el control de las aguas regeneradas, introduce tareas fundamentales para la gestión de riesgos y ofrece un enfoque armonizado de la reutilización del agua para riego en toda la Unión Europea. En concreto, la propuesta establece unos requisitos mínimos para la calidad del agua regenerada y el control, que incluyen elementos microbiológicos (por ejemplo, niveles de la bacteria E. coli) y requisitos para los controles de rutina y de validación. Estos requisitos garantizarán que el agua regenerada que se produce de conformidad con el Reglamento propuesto sea segura para el riego.

3. COMISIÓN EUROPEA

- Manual práctico para las autoridades regionales
La Comisión Europea ha editado este manual basado en la cooperación duradera y fructífera entre el Centro Común de Investigación, la Dirección General de Política Regional y Urbana (REGIO), así como otros departamentos de la Comisión Europea, además del Comité Europeo de las Regiones y las autoridades locales y regionales de los Estados miembros de la Unión Europea. 

En su calidad de servicio científico y de conocimiento de la Comisión Europea, el propósito del Centro Común de Investigación es apoyar las políticas de la Unión Europea con pruebas independientes a lo largo de todo el ciclo político. Su trabajo incide de manera directa sobre las vidas de los ciudadanos al contribuir con los resultados de su investigación a garantizar, entre otros, un entorno saludable y seguro, suministros energéticos seguros, una movilidad sostenible, y la salud y seguridad de los consumidores. 

Al colaborar con las Direcciones Generales de políticas, se abordan retos sociales cruciales. El Centro Común de Investigación también comparte sus conocimientos técnicos con los Estados miembros, la comunidad científica y los socios internacionales. Este manual es ejemplo de ello, compartiendo los conocimientos especializados y las herramientas actuales del Centro con las autoridades regionales y urbanas para respaldar su labor. También ofrece la oportunidad de mostrar las actividades del Centro Común de Investigación y la manera en que apoyan a la ciudadanía europea. 

El contenido se estructura en fichas concisas temáticas, de acuerdo con los siguientes ámbitos: 

I. Especialización inteligente 

II. Investigación e innovación 

III. Energía y transporte 

IV. Medio ambiente 

V. Dimensión multiterritorial (estrategias regionales, urbanas y macrorregionales) 

VI. Gestión de crisis y resiliencia 

El alcance del conocimiento, la información y las herramientas es muy amplio, abarcando desde bases de datos e indicadores, al apoyo específico, los modelos y los instrumentos interactivos en los ámbitos antes mencionados. Cada ficha indica información básica pertinente, los objetivos y los usuarios más probables de las herramientas, teniendo en cuenta las necesidades potenciales de una autoridad local. Por ejemplo, ¿desea conocer cómo abordar de manera más idónea la contratación ecológica? En ese caso, consulte la ficha sobre el «Desarrollo de criterios para la contratación pública ecológica (CPE)». ¿Quiere obtener más información sobre la especialización inteligente y las universidades? Vea la ficha sobre la «Educación superior para una especialización inteligente», que explica el papel de los centros de enseñanza superior y sus interacciones con los agentes locales. 

Cada ficha sigue una estructura común, proporcionando asesoramiento basado en pruebas sobre cómo se podrían abordar determinados retos políticos con los múltiples instrumentos y enfoques metodológicos desarrollados por el Centro Común de Investigación. Este conocimiento se basa en la experiencia y estudios de casos, y cuenta con el respaldo de ejemplos concretos. Al mismo tiempo, se describe el impacto del uso del apoyo proporcionado, con un enfoque en la perspectiva política de una región que aborda un problema que la ficha trata. La información, los servicios y las herramientas disponibles se explican de manera exhaustiva y, si es posible, se muestran con ilustraciones. En general, están disponibles al público toda la información, los servicios y las herramientas. Así, el manual se convierte en una herramienta de uso directo en las actividades diarias de las autoridades locales. Por último, se hace una invitación a ponerse en contacto con los autores para averiguar dónde y cómo se puede aportar un valor añadido al trabajo de los interesados de la mejor manera. Si se tienen preguntas o sugerencias generales, se pueden formular en la siguiente dirección: JRC-Regional-Handbook@ec.europa.eu

4. NORMATIVA NACIONAL ESPAÑOLA RELACIONADA CON MEDIDAS DE CONTINGENCIA ANTE EL BREXIT
- Real Decreto-ley 5/2019, de 1 de marzo, por el que se adoptan medidas de contingencia ante la retirada del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea sin que se haya alcanzado el acuerdo previsto en el artículo 50 del Tratado de la Unión Europea (BOE núm. 53, de 2 de marzo de 2019)
El 29 de marzo de 2017, el Reino Unido notificó oficialmente al Consejo Europeo su intención de abandonar la Unión Europea invocando el procedimiento previsto en el artículo 50 del Tratado de la Unión Europea. Se abrió entonces un plazo de dos años para que la Unión Europea y el Reino Unido negociaran un acuerdo que regulara su retirada y futura relación, con el objeto de lograr una salida ordenada. 

Los negociadores de ambas partes alcanzaron un consenso sobre el texto del Acuerdo de Retirada el 14 de noviembre de 2018. En la reunión extraordinaria celebrada el 25 de noviembre de 2018, el Consejo Europeo refrendó el Acuerdo relativo a la retirada del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea y la Comunidad Europea de la Energía Atómica, e invitó a la Comisión, al Parlamento Europeo y al Consejo a que tomasen las disposiciones necesarias para asegurarse de que este acuerdo pudiera entrar en vigor el 30 de marzo de 2019. El 19 de febrero de 2019 se publicó en el «Diario Oficial de la Unión Europea» la Decisión (UE) 2019/274 del Consejo, de 11 de enero de 2019, relativa a la firma, en nombre de la Unión Europea y de la Comunidad Europea de la Energía Atómica, de dicho Acuerdo, junto con los textos del Acuerdo y de la Declaración política en la que se expone el marco de las relaciones futuras entre la Unión Europea y el Reino Unido. El Acuerdo de Retirada tenía que ser ratificado por el Reino Unido, de conformidad con sus propias exigencias constitucionales.

El pasado 15 de enero el Parlamento británico votó en contra del Acuerdo de Retirada propuesto, y no se ha logrado una salida acordada antes del 30 de marzo de 2019. Se adoptase o no el acuerdo, el 30 de marzo de 2019 el Reino Unido dejaría de ser Estado miembro de la Unión Europea, salvo que el Reino Unido comunicase a la Unión que retiraba su decisión de salida o que el Reino Unido y la Unión acordasen una prórroga del período de negociación. Así ha ocurrido, concediéndose inicialmente una prórroga hasta el pasado 5 de abril y ampliándola posteriormente hasta el 31 de octubre para evitar el caos que hubiera supuesto una salida sin acuerdo del Reino Unido y ofrecerle seis meses extra de plazo para llegar a un acuerdo que permita una salida ordenada.
Dada la incertidumbre que rodea el proceso de ratificación del Acuerdo, el Consejo Europeo ha reiterado en diversas ocasiones el llamamiento realizado con anterioridad a la Comisión y a los Estados miembros para que intensifiquen los trabajos relativos a la preparación para las consecuencias de la retirada del Reino Unido en todos los ámbitos y teniendo en cuenta todas las posibilidades. Desde aquel momento en que el Reino Unido comunicó su decisión de abandonar la Unión Europea, el Gobierno de España estableció un sistema de coordinación interministerial y con las administraciones territoriales de información y trabajo sobre el Brexit, a través de la Comisión Interministerial para el Seguimiento de la Retirada del Reino Unido de la Unión y los grupos de trabajo dependientes. A partir de octubre de 2018, se intensificaron las labores de preparación frente a un escenario de retirada sin acuerdo. Las Comunidades Autónomas han sido consultadas a través de la Conferencia de Asuntos Relacionados con la Unión Europea y se ha creado un sistema de coordinación interadministrativo mediante puntos focales para facilitar el flujo de información. La planificación de contingencia del Gobierno persigue dos objetivos fundamentales. En primer lugar, preservar los intereses de los ciudadanos españoles y británicos que ejercieron su derecho a la libre circulación antes de la fecha de retirada. En segundo lugar, preservar el normal desenvolvimiento de los flujos comerciales y los intereses económicos de España. Para lograr estos objetivos, se han articulado tres líneas de actuación: normativa, logística y de comunicación.

Por lo que se refiere a las actuaciones de carácter normativo, y en línea con las orientaciones contenidas en las comunicaciones con la Comisión Europea, las medidas de contingencia adoptadas a todos los niveles se atienen a un conjunto de principios. Son de carácter temporal, con arreglo a plazos que pueden variar en función del sector específico de que se trate. Respetan el reparto de competencias establecido por los Tratados y han de ser compatibles con el Derecho de la Unión.

En el marco de estas directrices, las medidas contempladas en el Real Decreto-ley se orientan a tutelar los intereses de ciudadanos y operadores económicos que ejercieron su derecho de libre circulación al amparo de las libertades conferidas por los Tratados en aquellos ámbitos de competencia nacional, y que pueden verse afectados por la retirada del Reino Unido. En el caso específico de la Colonia de Gibraltar se tiene en cuenta lo previsto en los cuatro memorandos de entendimiento suscritos el 29 de noviembre de 2018 con el Reino Unido. Las medidas se dirigen a contrarrestar en todo lo posible los efectos indeseados derivados de una retirada del Reino Unido sin acuerdo en aquellos ámbitos de competencia estatal que se juzgan indispensables para favorecer una transición adecuada a la nueva situación.

No obstante, ha de subrayarse que se trata de medidas de carácter temporal, dirigidas a facilitar el tránsito hacia la nueva situación derivada de la consideración del Reino Unido como un tercer Estado. De este modo, su vigencia cesará cuando transcurra el plazo que en cada caso se indica, o antes, si se adoptan, a nivel interno o internacional, los instrumentos llamados a regular, con carácter permanente, las relaciones con el Reino Unido en las materias contempladas en esta norma.

Adicionalmente, cuando así se establece, el mantenimiento en el tiempo de las situaciones jurídicas que el Real Decreto-ley regula se supedita al otorgamiento de un tratamiento recíproco por las autoridades del Reino Unido a los ciudadanos y operadores económicos españoles. Esta condición de reciprocidad habrá de verificarse necesariamente en un momento posterior a la entrada en vigor de este Real Decreto-ley, a través de los mecanismos singularmente habilitados al efecto.

El texto contempla disposiciones en materia de ciudadanía, medidas en materia de seguridad social y de asistencia sanitaria, regula la residencia y trabajo de los nacionales del Reino Unido residentes en España y de los miembros de su familia que se convertirían, a efectos migratorios, en nacionales de terceros países, establece un marco para garantizar la continuidad de los contratos de servicios financieros prestados en España por entidades financieras establecidas en el Reino Unido o en Gibraltar, regula la situación transitoria en que quedan los operadores económicos del Reino Unido o de Gibraltar en lo que se refiere a los procedimientos de contratación pública, se establecen las disposiciones en el ámbito del transporte que posibilitan la actividad de las empresas transportistas entre España y el Reino Unido, las relaciones comerciales, etc.
- Real Decreto 47/2019, de 8 de febrero, por el que se aprueba la oferta de empleo público para los sectores estratégicos ante la retirada del Reino Unido de la Unión Europea (BOE núm. 58, de 8 de marzo de 2019)
El Gobierno de España está adoptando medidas de contingencia que comprenden entre otros ámbitos la cobertura de las necesidades de medios personales en el ámbito de los servicios públicos. Se han identificado como sectores de actividad más afectados, entre otros, los relacionados con el control fronterizo de personas, así como con el control aduanero y los servicios de inspección sanitaria exterior, tanto para la importación como para la exportación de mercancías. Otros sectores críticos son el control de la seguridad en el transporte de viajeros, las oficinas de extranjería y la atención a los ciudadanos británicos, así como las actividades de promoción de la internacionalización de las empresas españolas, o la actividad de la representación de España en el Reino Unido.

Por todo ello, el Acuerdo del Consejo de Ministros de 8 de febrero de 2019 prevé la adopción de todas las medidas necesarias en materia de empleo público para garantizar la adecuada prestación de los servicios públicos tras la formalización de la retirada del Reino Unido de la Unión Europea. Entre los instrumentos necesarios se encuentra la aprobación inmediata de un Real Decreto de oferta de empleo público, correspondiente al año 2019, por el que se adelantarán las plazas necesarias para dar cobertura a las necesidades estructurales generadas por la salida del Reino Unido, en aquellos sectores que no puedan ser atendidos por otras vías de cobertura de puestos.
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